Radicación No: 66001-31-05-003-2015-00056-01

Jorge Enrique Vélez Giraldo vs Municipio de Pereira

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
ORALIDAD

Providencia:


Sentencia de Segunda Instancia, jueves 15 de diciembre de 2016.

Radicación No: 
 

66001-31-05-003-2015-00056-01
Proceso: 


Ordinario Laboral.

Demandante:                    

Jorge Enrique Vélez Giraldo 
Demandado:            

Municipio de Pereira
Juzgado de origen:        

Tercero Laboral del Circuito de Pereira.
Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:   
Contrato realidad. Quien pretenda la declaración judicial de la existencia de un contrato de trabajo, está en el deber de acreditarle al Juez del trabajo la prestación personal del servicio, la dependencia o subordinación y la remuneración como contraprestación, que se encuentran enlistados en la Ley 6ª de 1945 y el Decreto 2127 de hogaño.. No obstante, ante la dificultad práctica que ello acarrea, que convertiría en una utopía la protección especial del trabajo y la aplicación del principio de la primacía de la realidad, el legislador dispuso un elemento mitigador de esa carga probatoria a favor del trabajador. Dicho elemento es una presunción, contenida en el artículo 20 del Decreto 2127 de 1945, que le impone al presunto trabajador acreditar la prestación personal de un servicio, de manera continua, a favor del supuesto empleador, incumbiéndole a éste desvirtuar que ese servicio se dio en el marco de una relación laboral, esto es, radica en cabeza del demandado desvirtuar la subordinación.

En Pereira, hoy quince (15) de diciembre de dos mil dieciséis (2016), siendo la una y treinta de la tarde (1:30 p.m.) reunidos en la Sala de Audiencia la magistrada y los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, en su sala de decisión 3, encabezada por el ponente, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en contra de la sentencia proferida el 29 de julio de 2015 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda dentro del proceso ordinario promovido por Jorge Enrique Vélez Giraldo contra Municipio de Pereira
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN
Antes de los alegatos de instancia, se anticipan los pormenores del litigio, así: El demandante enfoca sus pretensiones a que tras el reconocimiento de la existencia del contrato de trabajo habido entre las partes, de su calidad de trabajador oficial y de que es beneficiario de las convenciones colectivas de trabajo celebradas entre el Municipio de Pereira, y su sindicato de trabajadores, se condene al pago de las siguientes prestaciones sociales convencionales, indexadas, con base en el valor de los salarios que se les pagó a los trabajadores permanentes que desarrollaron las mismas funciones que éste: auxilio de transporte, dotación, prima de vacaciones, prima extralegal, prima de antigüedad, auxilio de cesantías, intereses a las cesantías, prima de navidad, prima de alimentación, así como la sanción moratoria contemplada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y la devolución de los aportes a la seguridad social. 
 Las preinsertas súplicas descansan en treinta y seis supuestos fácticos alusivos a que prestó sus servicios al Instituto Municipal de Parques Arborización de Pereira –IMPAR- desde el 01 de abril de 1997 hasta el 30 de septiembre de 2001, cuando se liquidó legalmente el instituto, que tras su liquidación continuó prestando los mismos servicios que venía cumpliendo como trabajador de planta, pero como trabajador asociado de diversas cooperativas de trabajo desde el 01 de noviembre de 2001 hasta el 31 de diciembre de 2006; que posteriormente, esto es, entre los años 2007 al 2014, fue contratado directamente por el Municipio de Pereira, a través de contratos de prestación de servicios o bien por intermedio de empresas de servicios temporales. 
Que el objeto de los contratos referidos fue la realización de actividades de mantenimiento de obras públicas: zonas verdes y espacio público, como podar árboles, arreglo de parques y unidades deportivas, abono y fertilización de palmas, arboles, etc., también desarrolladas por los trabajadores oficiales sindicalizados del Municipio; en el horario establecido para los trabajadores oficiales que desarrollan la misma actividad, que el valor mensual recibido para el año 2011 fue de $566.700, para el año 2012 de $982.000, para el año 2013 de $982.000 y para el año 2014 de $1.100.000, que el cargo ocupado siempre fue el de obrero bajo el control de funcionarios del Municipio de Pereira. Que se suscribieron sucesivas convenciones colectivas de trabajo entre el Municipio y su sindicato de carácter mayoritario, en cuya cláusula segunda se pactó el término de duración indefinida (2005 a 2009). 

El ente territorial demandado se opuso a las pretensiones, admitiendo que: i) para la vigencia de los años 2008, 2013 y 2014 el Municipio contrato directamente al demandante mediante contratos de prestación de servicios, ii) Que el Municipio de Pereira y el Sindicato de Trabajadores del Municipio, han suscrito varias convenciones colectivas, iii) Que al actor no se le he reconocido y cancelado lo correspondiente a seguridad social, advirtiendo que esa es una obligación del contratista, y iv) Los hechos relacionados con la reclamación administrativa y su respuesta; respecto de los demás hechos manifestó no constarle o no ser cierto. Propuso como excepciones: “Inexistencia de violación de las normas superiores invocadas”, “Inexistencia de la relación laboral y reconocimiento de prestaciones sociales”, “Prescripción del derecho”, “Inexistencia de la supremacía de la realidad”, “Falta de causa, Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Exclusión de relación laboral”, “Buena fe” e “Inexistencia de igualdad”. 
 La sentenciadora de primer grado, declaró probadas las excepciones de mérito propuestas por el Municipio de Pereira, negó la totalidad de las pretensiones y condenó en costas en contra de la parte demandante.

En su motiva, indica que conforme la documental allegada por la parte demandante, se puede concluir que el señor Jorge Enrique tuvo una relación de carácter contractual a término definido, y posteriormente a término indefinido con el IMPAR, misma que se sostuvo sin ninguna dificultad entre el 15 de abril de 1997 y el 30 de septiembre del año 2001, aseveración que hace al revisar la historia laboral de Colpensiones, toda vez que entre los años 1997 a septiembre de 2001 la entidad empleadora y cotizante era el IMPAR, además que después de septiembre de 2001, cuando se generó la liquidación de la Institución, empezó a prestar servicios a otras entidades con la advertencia que eran prestados a beneficio del Municipio de Pereira, señalando que existe un lapso prolongado en la prestación de servicios entre el año 2001 y el 2007. 
Revela que la declaración del señor Fabio, en cuanto no hubo ruptura en la prestación del servicio, toda vez que la Alcaldía de Pereira los requirió para que siguieran prestando los servicios a través de otras empresas, tiene respaldo en la historia laboral de donde se desprenden los aportes realizados por las Cooperativas de Trabajo Asociado continua e ininterrumpidamente, lo que permite clarificar que efectivamente Jorge Enrique, que una vez liquidado el 
IMPAR en el 2001, continuó prestado sus servicios para la Alcaldía de Pereira, a través de la Secretaria de Infraestructura, desplegándose para el efecto ordenes previas o contratos de trabajo suscritos con las empresa de servicios temporales o con la afiliación como socio a las CTA..

Expone que las funciones que cumplía el actor eran las de guadañador en las diferentes zonas de la ciudad, atendiendo las órdenes que le daba la entidad por medio de sus los funcionarios; y que los horarios, sitios de trabajo, permisos, herramientas y transporte eran asuntos que se trataban con el supervisor, quien era un empleado de la Alcaldía de Pereira, concluyendo que existió una prolongada y evidente prestación de servicios por lo menos entre el 1 de abril de 1997 y el 30 diciembre de 2011,  por lo que razón le asiste al actor cuando alega la existencia de un contrato de trabajo, siendo procedente entonces entrar a determinar el valor económico, sin embargo, hace las siguientes precisiones: 

1. Entre 1 de abril de 1997 al 30 de diciembre 2011, existe una vinculación que inició con el IMPAR y finalizó con el Municipio de Pereira.

2.  Un segundo contrato celebrado entre el 24 de julio de 2012 y el 31 de diciembre de 2012 con la Empresa de Aseo de Pereira S.A.ESP, entidad que no intervino dentro del presente proceso, generando una ruptura temporal en los servicios que se dice se prestaron de manera continuada.
3.  Un tercer vínculo que es del 22 de febrero de 2013 y hasta el 22 de agosto de 2013 y a partir del 10 de septiembre de 2013 al 10 de diciembre de 2013, directamente con el municipio. 
4. Una última vinculación desde el 24 de enero de 2014 hasta el 24 de agosto de 2014. 
Expresa que las interrupciones en la prestación de servicios lleva a aplicar el principio de congruencia y coherencia entre lo que se pide, lo que se prueba y de debe declarar, porque si bien es cierto .el demandante planteó un contrato de trabajo entre el 1997 y 2014, es imposible de declarar, porque la prestación tuvo interrupciones significativas, de tal manera que generan ruptura contractual que llevan a que se centre en el último contrato, esto es el celebrado entre el 24 de enero de 2014 y el 24 de agosto del mismo, sin que repose prueba en el plenario que permita colegir que se hubiese prestado en forma personal el servicios en dicha época; el único testigo solo tuvo conocimiento de los hechos hasta el año 2010.
Concluye que el actor no puede obtener ningún beneficio de carácter económico, de acuerdo a las delimitaciones y a las prerrogativas que determinó cuando elevo las pretensiones de la demanda, además que tenía la obligación de demostrar que alguien lo vio desarrollando el servicio, que estaba subordinado y que se desvirtuaba el contrato de prestación de servicios para obtener así los derechos de un contrato laboral. 

En contra de tal proveído se alzó el promotor del litigio, cimentando su inconformidad en que la ad.- quo desconoce el derecho a la igualdad y al principio protector del trabajador, pues le permite a la entidad demandada contratar por prestación de servicios a personas que desarrollan actividades propias de la empresa; que igualmente desconoce el  principio de la primacía de la realidad al concluir que el actor no logró acreditar los requisitos esenciales de un contrato de trabajo; que la jueza de primera instancia, haciendo uso de las facultades ultra y extra petita, debió por lo menos condenar a partir del 30 de diciembre de 2011 fecha en que se estableció la existencia de un contrato a término indefinido y condenar a las prestaciones de ley; así mismo que si bien en la historia laboral existían interrupciones por medio de cooperativas y al cotizar el actor de manera independiente, ese hecho fue esclarecido por el testigo al indicar que el municipio los contrataba a veces por cooperativas y otras como independientes.
Solicita se condene a la demandada como mínimo desde el 30 de diciembre 2012 porque no existe prescripción, que se declare la existencia de un contrato laboral, y se condene al pago de las prestaciones y a la indemnización del art. 61 por mala fe del empleador. 

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia, alegan los voceros si asisten.

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis se refirieron a los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 
Consideraciones 

Del problema jurídico.

Visto el recuento anterior, la Sala formula el problema jurídico en los siguientes términos:

¿Hay lugar a declarar la existencia de una sola relación entre las partes? 

¿Desconoció la Jueza de Primera Instancia el principio de la primacía de la realidad? 
¿Deben reconocerse derechos económicos a favor del actor? 

A fin de abordar el primer problema jurídico planteado es del caso analizar la prueba recaudada, así:
De la documental aportada a instancia de la parte actora, a fin de acreditar sus dichos, se tiene a folio 49 copia del contrato individual de trabajo suscrito con el Instituto Municipal de Parques Arborización y Ornato, el cual da cuenta que la relación laboral inició el 15 de abril de 1997, y finalizaría el 31 de diciembre de ese mismo año, no obstante, del reporte de semanas cotizadas en pensiones visible a folio 54, se puede establecer que dicha relación laboral permaneció en el tiempo hasta el 30 de septiembre de 2001, tal y como lo concluyó la jueza de primera instancia. 

Ahora bien, del referido reporte de semanas se puede establecer que a partir del mes de octubre del año 2001 y hasta el 31 de diciembre del año 2007, el actor tuvo las siguientes afiliaciones: 

· Del 1 de octubre del año 2001 al 31 de diciembre del año 2002 con la Cooperativa de Trabajadores Asociados de Servicios. 
· Del 1 de enero de 2003 al 31 de diciembre de 2004 con Cootraser.

· Del 01 al 31 de enero de 2005 nuevamente con la Cooperativa de Trabajadores Asociados de Servicios. 

· Del 01 de marzo al 31 de diciembre de 2005 con la Cooperativa de Trabajadores del Aseo.

· Del 1 al 31 de mayo de 2006 como trabajador independiente

· Del 01 de junio al 31 de diciembre de 2006 con la Cooperativa de Trabajadores del Aseo y Temporales 

· Del 01 de febrero al 31 de diciembre de 2007 nuevamente como trabajador independiente, relación esta que puede corroborarse con las ordenes previas visibles a folio 65 y 66 del expediente.
 Documental que encuentra respaldo en la declaración del único testigo, señor Fabio Fernández Ramírez, quien manifestó que cuando se liquidó el IMPAR “nos quitaron el nombramiento, y nos contrataron por cooperativas, de manera continua, habían unos que nos daban por 6 mesecitos después nos contrataban otra vez directamente”.
Por otra parte, de los escritos que reposan a folios 67 a 91 del legajo se colige que el actor suscribió sucesivos contratos a saber:

·  Contrato de prestación de servicios suscrito con el Municipio de Pereira a partir del 01 de marzo de 2008 con una duración de 9.5 meses fl. 67 a 71.

· Contrato de trabajo por obra o labor contratada como trabajador en misión para el Municipio de Pereira con Sertempo desde el 17 de marzo hasta el 22 de noviembre de 2009. Fl. 72.

·  Contrato de trabajo por obra o labor determinada, suministrado como trabajador en misión para la Alcaldía de Pereira, Secretaria de Infraestructura con Servitemporales desde el 24 de noviembre de 2009 al 29 de diciembre del mismo año, del 05 de octubre al 31 de diciembre de 2010, del 01 de marzo al 19 de noviembre de 2011 y del 06 al 30 de diciembre de 2011. Fl. 73 a 77.
·  Contrato de trabajo por duración de obra o labor determinada del 19 de febrero de 2010 al 03 de septiembre de 2010 para la empresa usuaria, Alcaldía de Pereira. Fl. 78.

· Certificación de la Empresa de Aseo S.A. ESP, en la cual se expresa que el actor suscribió con esa entidad contrato de prestación de servicios como práctico en motosierra para el control y formación mediante poda de árboles, actividad necesaria para el mejoramiento del espacio público en el Municipio de Pereira desde el 24 de julio al 31 de diciembre de 2012. Fl. 81.

· Contrato de prestación de servicios suscrito con el Municipio de Pereira, desde el 22 de febrero de 2013 con plazo de 6 meses. Fl. 82 a 84

·  Contrato de prestación de servicios suscrito con el Municipio de Pereira desde el 10 de septiembre de 2013 con plazo de 3 meses y 20 días. Fl. 85 a 87
· Contrato de prestación de servicios suscrito con el municipio desde el 24 de enero de 2014 con duración de 8 meses. 

De conformidad con lo anterior, podemos concluir sin lugar a dubitación alguna que como lo expuso la a-quo, durante la vida laboral del actor se presentaron interrupciones entre la suscripción de los contratos reseñados en precedencia, dando lugar a declarar la existencia de 3 contratos y, no de 4 como lo aseveró la jueza de primera instancia: i) entre el 15 de abril de 1997 y el 30 de diciembre de 2011; ii) entre el 20 de julio al 31 de diciembre de 2012; y, iii) entre el 22 de febrero de 2013 y el 24 de agosto de 2014. 
Con relación al principio de la primacía de la realidad sobre las formas –artículo 53 superior-, de advertirse que como lo ha decantado el órgano de cierre de la especialidad laboral: “que cuando se discute la existencia de un contrato realidad, corresponde a la parte demandante demostrar la prestación del servicio, mientras que la accionada tiene la carga de desvirtuar la presunción de subordinación consagrada en el artículo 20 del Decreto 2127 de 1945, estatuto propio de los trabajadores oficiales, según el cual: “El contrato de trabajo se presume entre quien presta cualquier servicio personal y quien lo recibe o aprovecha, corresponde a este último destruir la presunción”.

Pues bien, con relación al primer contrato, esto es, el desarrollado entre el 15 de abril de 1997 y el 30 de diciembre de 2011, no hay discusión alguna, toda vez, que la jueza de primer grado, con base en la prueba documental y en el testimonio del señor Fabio Fernández Ramírez, declaró que el mismo se trató de un contrato laboral entre el señor Jorge Enrique Vélez y el Municipio de Pereira, sin embargo, no se encuentra justificación para que no se hubiese declarado su existencia en la parte resolutiva de la decisión, ni se hubieren expuesto las razones claras y contundentes por los cuales no se efectuó liquidación alguna.
Respecto al segundo contrato, cuyos hitos temporales quedaron trazados entre el 20 de julio y el 31 de diciembre de 2012, del cual adujo la a- quo que se trataba de un contrato ajeno al Municipio de Pereira, toda vez, que quien figuraba como contratante  era la Empresa de Aseo de Pereira S.A. ESP, no encuentra la Sala prueba alguna que permita desvirtuar sus dichos, por lo que se concluye que efectivamente quien fungió como empleador durante dicho periodo fue la Empresa de Aseo S.A. ESP y no el Municipio de Pereira.  
Ahora, quien pretenda la declaración judicial de la existencia de un contrato de trabajo, está en el deber de acreditarle al Juez del trabajo la prestación personal del servicio, la dependencia o subordinación y la remuneración como contraprestación, que se encuentran enlistados en la Ley 6ª de 1945 y Decreto 2127 de hogaño. No obstante, ante la dificultad práctica que ello acarrea, que convertiría en una utopía la protección especial del trabajo y la aplicación del principio de la primacía de la realidad, el legislador dispuso un elemento mitigador de esa carga probatoria a favor del trabajador. Dicho elemento es una presunción, contenida en el artículo 20 del Decreto 2127 de 1945, que le impone al presunto trabajador acreditar la prestación personal de un servicio, de manera continua, a favor del supuesto empleador, incumbiéndole a éste desvirtuar que ese servicio se dio en el marco de una relación laboral, esto es, radica en cabeza del demandado desvirtuar la subordinación.

La última relación, esto es, del 22 de febrero de 2013 al 24 de agosto de 2014, de la cual pregonó la Jueza de primera instancia, que no había prueba alguna que permitiera corroborar que alguien vio al actor desarrollando el servicio y que estaba subordinado, atribuyéndole al actor cargas probatorias que no son de su resorte, pues como se dijo en precedencia la subordinación debe ser controvertida por la parte demandada. 
Y que como en este evento, también se evidencia la prestación personal del servicio por el demandante, al reposar en el expediente sendos contratos de prestación de servicios suscritos con el Municipio de Pereira, los cuales fueron validados en la contestación de la demanda, además que el ente demandado no logró desvirtuar la presunción de subordinación, puesto que no acreditó que las funciones desempeñadas por Jorge Enrique Vélez Giraldo, se desenvolvieron con la autonomía propia de un contratista independiente, más tratándose de labores simples, las que llevan ínsitas tal elemento de subordinación, puesto que se realizaron con elementos o equipos del municipio y por cuenta y riesgo de este. 
Así las cosas, lo que se evidencia entonces, es una realidad distinta a la meramente formal que consta en los diversos contratos de prestación de servicios, lo que a tono con el precepto 53 superior, y en las concernientes normas legales de los trabajadores oficiales, se impone, por lo tanto, el principio de la realidad sobre las formas, para con ello pregonar la existencia de los referidos contratos de trabajo.

Se acreditan, por consiguiente, los elementos esenciales del contrato de trabajo previstos en el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945, cuales son: la actividad personal, la subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, y el salario como retribución del servicio, establecido en cada uno de los contratos de prestación de servicios que se encuentran adosados en el plenario, y con las certificaciones, que dan cuenta que el ultimo estipendio fue de $1.200.000.
De allí, entonces, que sea procedente entrar a analizar la condena pecuniaria, teniendo para el efecto que la parte actora en su petitum únicamente solicitó prestaciones convencionales, sin que luego de decretada la prueba por parte de la a- quo se efectuara gestión alguna para obtener copia de las Convenciones Colectivas de Trabajo suscritas entre el Municipio de Pereira y su Sindicato de Trabajadores, fue por esto y a fin de garantizar los derechos del trabajador, que por auto del 15 de noviembre del presente año se requirió a la parte demandante para que en el término de cinco (5) días hábiles las allegara al plenario, sin que a la fecha se haya logrado el objetivo, siendo procedente entonces reconocer al actor las prestaciones de ley y la compensación en vacaciones, pues si bien esta instancia no cuenta con las facultades ultra y extra petita no pueden desconocerse los derechos ciertos e indiscutibles del actor, más aún cuando la parte demandada no propuso la excepción de pago o compensación.
En cuanto a la excepción de prescripción, encuentra la Sala que hay lugar a declararla probada parcialmente respecto a las prestaciones sociales y compensación en vacaciones causadas con antelación al 28 de mayo de 2011, por cuanto la reclamación administrativa se elevó en el mismo día y mes de 2014 –fl. 92-, conforme al artículo 488 del C.S.T., y la demanda se presentó el 5 de febrero de 2015.
LIQUIDACIÓN PRESTACIONES SOCIALES.
	Prima de servicios
	 
	 
	 

	Año
	salario
	dias
	total

	2011
	 $   602.524,00 
	213
	 $     356.493,37 

	2013
	 $   969.777,00 
	310
	 $     835.085,75 

	2014
	 $ 1.200.000,00 
	233
	 $     776.666,67 

	 
	 
	TOTAL
	 $  1.968.245,78 

	
	
	
	

	
	
	
	

	Vacaciones
	 
	 
	 

	año
	salario
	dias
	total

	2011
	 $   602.524,00 
	213
	 $     178.246,68 

	2013
	 $   969.777,00 
	310
	 $     417.542,88 

	2014
	 $ 1.200.000,00 
	233
	 $     388.333,33 

	 
	 
	TOTAL
	 $     984.122,89 

	
	
	
	

	Cesantías
	 
	 
	 

	año
	salario
	dias
	total

	2011
	 $   602.524,00 
	213
	 $     356.493,37 

	2013
	 $   969.777,00 
	310
	 $     835.085,75 

	2014
	 $ 1.200.000,00 
	233
	 $     776.666,67 

	 
	 
	TOTAL
	 $  1.968.245,78 

	
	
	
	

	int. Cesantías
	 
	 
	 

	año
	salario
	dias
	total

	2011
	 $   602.524,00 
	213
	 $       42.779,20 

	2013
	 $   969.777,00 
	310
	 $     100.210,29 

	2014
	 $ 1.200.000,00 
	233
	 $       93.200,00 

	 
	 
	TOTAL
	 $     236.189,49 


Solicita igualmente el recurrente que se proceda a condenar al pago de la indemnización del artículo 61 por mala fe del empleador, requerimiento que resulta ambiguo al no estipular a que cuerpo normativo pertenece, pues al remitirnos a las pretensiones enlistadas en el libelo introductor únicamente se hace referencia a la sanción contenida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, siendo del caso precisar  que el tema de las cesantías en el sector público no se rige en la Ley 50 de 1990, que estableció el régimen anualizado aplicable a los trabajadores particulares. Dicho tema en el sector oficial se reguló mediante la Ley 344 de 1996 –art. 13-, pero allí no se estableció ninguna sanción para el efecto, lo que tampoco se fijó en el Decreto 1562 de 1998 que reguló el tema, por lo que en el sector oficial no existe norma que imponga alguna sanción por la no consignación de las cesantías y, como ya se dijo, la Ley 50 de 1990 que sí la fijó, es aplicable al sector privado y por tener una naturaleza sancionatoria, no puede aplicarse a este caso por analogía. 
Conforme a lo anterior, habrá lugar a revocar en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad. 
Condena en costas en ambas instancias a favor de la parte demandante y en contra del Municipio de Pereira en un 90%. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, en su Sala decisión 3, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA

1. Revoca la sentencia proferida el día 29 de julio de 2015 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Jorge Enrique Vélez Giraldo contra el Municipio de Pereira. En su lugar:

a) Declarar la existencia de dos (2) contratos laborales celebrados entre el señor Jorge Enrique Vélez Giraldo y el Municipio de Pereira, los cuales se desarrollaron i) desde el 15 de abril de 1997 y hasta el 30 de diciembre de 2011; y, ii) desde el 22 de febrero de 2013 y hasta el 24 de agosto de 2014. 

b) Condenar al Municipio de Pereira y en pro de Jorge Enrique Vélez Giraldo, al reconocimiento de los siguientes créditos laborales: auxilio de cesantía $1.968.245,78; intereses a la misma $236.184,49, prima de servicios $1.968.245,78, compensación en dinero de vacaciones $984.122,89. 
c) Negar las demás pretensiones enlistadas por Jorge Enrique Vélez Giraldo.

d) Declarar no probadas las excepciones de mérito propuestas por el Municipio de Pereira. 
e) Condenar en costas en ambas instancias a favor de la parte demandante y en contra del Municipio de Pereira en un 70%. 
Notificación surtida EN ESTRADOS.
El magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA                ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      
                Magistrada





Magistrada                                                                   
Alonso Gaviria Ocampo              

Secretario
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